PAGE  
7

Radicación Nro. 

:
66001-31-05-004-2009-00516-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
JESÚS ANTONIO SERNA 

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 
Para que proceda el reconocimiento al incremento pensional por cónyuge o compañera permanente a cargo, debe probarse la existencia del vínculo matrimonial o la unión marital en vigencia de la normatividad que lo contempla, esto es el Acuerdo 049 de 1990.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0064
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los quince (15) días del mes de octubre del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco y cuarenta y cinco de la tarde (05:45 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligenciase reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor JESÚS ANTONIO SERNA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar el grado jurisdiccional de consulta contra la sentencia emitida el 22 de mayo de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

Que se condene al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a favor del señor JESÚS ANTONIO SERNA el incremento adicional del 14% sobre la pensión mínima, por su esposa la señora MARINA MOSQUERA DE SERNA, a partir del día 3 de octubre de 2.001 fecha de presentación de la reclamación administrativa y mientras perduren las causas que le dieron origen, con la indexación de las condenas y  las costas del proceso.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 002483 de 1.996 el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES le reconoció la pensión de vejez con fundamento en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Que el 12 de abril de 1969 contrajo matrimonio con la señora MARINA MOSQUERA UPEGUI, la cual depende económicamente de él ya que no percibe ninguna clase de ingresos ni pensión.

Aduce el demandante que a pesar de reunir los requisitos para acceder al incremento pensional y de haber presentado solicitud el 3 de octubre de 2005, la entidad hasta el momento de presentar la demanda, no se pronunciado al respecto, quedando así agotada la reclamación administrativa.

Finalmente manifiesta que es un hecho notorio la pérdida de poder adquisitivo de la moneda.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda y manifiesta que no le constan los hechos sobre los cuales no obran pruebas, por lo tanto deberán ser probados en el decurso del proceso y señala que no es cierto que al actor le asista derecho al incremento pensional ya que “se encuentra prescrito por no haber sido reclamado en tiempo hábil”. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda por carecer de fundamentos de hecho y de derecho y propuso como excepción de mérito la que denominó “EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN” 

III. LA SENTENCIA  CONSULTADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia, a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda y condenar en costas a al parte demandante en un 100%.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que como se evidencia en las pruebas documentales allegadas al proceso, el demandante percibe pensión de vejez, otorgada por el Instituto de Seguros Sociales desde el 21 de febrero de 1.996 siendo su reconocimiento bajo las normas propias del Acuerdo 049 de 1990, que contempla el incremento de la pensión en un 14% por cónyuge a cargo, igualmente que quedó probado el vínculo matrimonial, sin embargo la convivencia de la pareja y la dependencia económica de la persona a cargo como requisitos para acceder al reconocimiento del incremento pensional no fueron demostrados, toda vez que estas condiciones deben acreditarse mediante prueba testimonial, la cual no obra en el acervo probatorio del presente proceso.
IV.- DE LA PROCEDENCIA DE LA CONSULTA

La Consulta es un segundo grado de competencia funcional, destinada a que el superior revise oficiosamente las sentencias proferidas por el a quo, cuando las pretensiones resultan adversas al trabajador y no se interpone recurso de apelación.

Por lo anterior, en virtud de lo dispuesto por el artículo 69 del C.P.T y de la S.S., es forzosa la consulta de la sentencia que resultó  desfavorable totalmente a las pretensiones del demandante, a fin de proteger en forma inmediata los derechos irrenunciables del trabajador y hacer efectivo el acatamiento de las normas laborales, dada su connotación de orden público.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Para acceder al reconocimiento del incremento pensional por cónyuge a cargo, consagrado en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, basta probar la existencia del vínculo matrimonial?


El artículo 21 del Decreto 049 de 1990, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad o inválidos dependientes económicamente del pensionado, respectivamente, para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez, o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. Dice la norma aludida: 

“ARTÍCULO 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ:

Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan económicamente del beneficiario y,

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.

Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima legal”.


La norma exige que se trate de cónyuge o compañero permanente dependiente económicamente del pensionado, y aunque no exige taxativamente la prueba de la convivencia, ella se colige de la sola enunciación de los beneficiarios, pues no se puede hablar de cónyuge o compañero permanente cuando dicha calidad se ha perdido o simplemente ya no se tiene.

Esta Sala ha dicho que la vida marital significa la realización de todos los actos que normalmente se perfeccionan entre marido y mujer, ejecutarlos como se hace en el matrimonio o entre cónyuges así no estén unidos por el vínculo legal o eclesiástico, lo que equivale a hacer comunidad de vida permanente y singular, en los términos del artículo 1º de la Ley 54 de 1990. Lo trascendente del concepto estriba en el desarrollo de la vida de pareja que efectúan un hombre y una mujer en todos los ámbitos de la vida, esto es, sexual -que incluye la procreación-, económica -dentro de cuyo concepto se puede incluir el trabajo doméstico como lo señaló la Corte Constitucional en sentencia del 12 de agosto de 1992-, social, laboral y donde es determinante la existencia de unidad de habitación y vivienda o cohabitación. La convivencia hace relación a la participación conjunta de quienes hacen vida marital en los aspectos de conformación de una familia con todas las connotaciones que ello implica, el respeto mutuo, la comunicación permanente, el diálogo constante, el mantenimiento de la paz de pareja que trasciende los espacios familiares, la unidad estable, la colaboración, la protección y ayuda en todos los momentos de la vida, la participación en los episodios de felicidad y de tristeza y las condiciones de igualdad de derechos y deberes. En fin, todos aquellos comportamientos que indican con claridad que se trata de personas unidas para afrontar las contingencias de la vida, que se socorren, entendido en el amplio sentido de la palabra, en cuanto a proporcionarse la congrua subsistencia, el apoyo intelectual, moral y afectivo y la fidelidad[
], afirmar lo contrario, sería aceptar que cualquier persona que conviviese con un pensionado por medio del Acuerdo 049 de 1.990 y dependiese, aunque fuese en parte, de su ayuda económica, tendría derecho a reclamar los incrementos pensionales de los que trata el artículo 21 de la norma citada.


Condiciones que si bien pudieron configurarse, en la pareja conformada por el actor y la señora Marina Mosquera Upegui, no quedaron probados en el proceso, toda vez que los testigos que darían cuenta de los pormenores de la relación de la pareja no acudieron al llamado del despacho en la fecha programada, además que la solicitud de asignar una nueva fecha para recepcionar los testimonios fue presentada extemporáneamente, quedando sin piso la manifestación hecha en la demanda, sobre la dependencia económica de la cónyuge. 

Basta por manifestar que era a la parte gestora de la acción judicial, de acuerdo con el principio general de la carga de la prueba -artículo.177 C.P.C.-, a la que le competía demostrar el cumplimiento de los requisitos para acceder al incremento pensional, lo cual, por los medios probatorios allegados, no fue satisfactoriamente cumplido, deviniendo el proceso, como era de esperarse, en un fallo absolutorio a favor de la entidad demandada, siendo por lo tanto obligatorio proceder con la confirmación de la sentencia de primer grado.

A tono con lo discurrido el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR en todas sus partes la sentencia proferida el día 22 de mayo de 2009, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor JESÚS ANTONIO SERNA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin costas en este grado jurisdiccional.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
[�]. Tribunal Superior Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, Sentencia de marzo 23 de 1999, “Pascasio de Jesús Taborda González Vs. Instituto de Seguros Sociales. Sentencia de noviembre 11 de 1999 de Ángela Rosa Rodas Castrillón Vs. Instituto de Seguros Sociales y María Leonor Herrera Vélez.





